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Resumen:
							                           
El objetivo del trabajo es analizar la conformación y los posicionamientos político-ideológicos de la Unión Industrial Argentina (UIA), principal asociación gremial empresaria del sector industrial durante el período 2020-2021. El estudio se inscribe en el campo de la acción colectiva y examina cómo los actores empresarios buscan preservar sus intereses corporativos limitando procesos de cambio y luchas sociales. El contexto de análisis incluye la crisis provocada por la pandemia de COVID-19 y el Aislamiento Social Preventivo y Obligatorio (ASPO), que alteraron significativamente la economía nacional y las estrategias empresariales. Se caracteriza a la elite corporativa industrial que lidera la UIA y se estudian sus discursos públicos, con foco en dos ejes centrales de la agenda política nacional: la dimensión fiscal-tributaria y la reforma laboral, especialmente en el marco del retorno a la "normalidad" del mercado de trabajo. Metodológicamente, se analizan las estructuras discursivas de la UIA, identificando posicionamientos, representaciones, tradiciones ideológicas y destinatarios. Como conclusión, se destaca que la UIA consolidó un ethos empresarial productivista, promoviendo la inversión privada, la baja en la carga fiscal y estabilidad normativa. Sus demandas fueron presentadas como técnicas y racionales, logrando legitimidad política al proyectarlas como beneficiosas para el conjunto de la sociedad.



Palabras clave: Unión Industrial Argentina, Estado, Posicionamientos político-ideológicos, Discurso, Política fiscal-tributaria, Política laboral.
		                         


Abstract:
						                           
This paper analyzes the organizational structure and political-ideological positions of the Argentine Industrial Union (Unión Industrial Argentina, UIA), the leading business association in Argentina’s industrial sector, during the 2020–2021 period. The study is situated within the framework of collective action theory, examining how business actors seek to protect their corporate interests by resisting structural reforms and limiting social contestation. The selected time frame is significant due to the onset of the COVID-19 pandemic and the implementation of Preventive and Mandatory Social Isolation (ASPO), which profoundly impacted the national economy and reshaped corporate strategies. The research focuses on two core dimensions of the UIA’s discourse: fiscal and tax policy, and labor reform, particularly within the context of returning to “normality” in the labor market. The study applies discourse analysis to identify the UIA’s speaker positions, discursive objects, ideological affiliations, and target audiences. Findings show that the UIA consolidated a productivist business ethos, promoting private investment, lower tax burdens, and regulatory stability. By framing its demands in technical and rational terms, the organization successfully legitimized its position within the public sphere, presenting its proposals as aligned not only with corporate interests but also with the broader good of Argentine society.
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Introducción


El objetivo general del trabajo es analizar las características principales de la conformación y de los posicionamientos político-ideológicos de la asociación gremial empresaria del sector industrial más importante de la Argentina, la Unión Industrial Argentina (UIA), durante el período 2020-2021. Se ha seleccionado a esta corporación empresaria debido a su extensa trayectoria en el país, que surge en 1887 para representar los intereses de los grandes industriales (Guerrero, 1944; Dorfman, 1970; Schvarzer, 1991 y 1996) y es, por lo tanto, reconocida como la única interlocutora válida y representativa del conjunto industrial. Asimismo, además de la perdurabilidad que la UIA siempre mantuvo en la escena nacional ha contado con capacidad política para negociar posiciones con el Estado en diferentes circunstancias históricas (Dossi, 2019). Actualmente integra el poderoso Grupo de los 6, un agrupamiento que nuclea a las principales corporaciones empresarias del país de los distintos sectores económicos.1 El abordaje de la UIA se enmarca en los estudios de la acción colectiva, las lógicas de formación y acción de los actores empresarios y su rol para limitar los procesos de cambio y la lucha social con el objetivo de resguardar sus intereses corporativos (Basualdo, 1987; Azpiazu y Nochteff, 1994; López, 2006; Beltrán y Castellani, 2013; Beltrán, 2014; Castellani, 2016).

El período de análisis (2020-2021) adquiere especial relevancia para el abordaje de las corporaciones empresarias, en este caso la UIA, dado que en 2020 se estableció el Aislamiento Social Preventivo y Obligatorio (ASPO) producto del impacto de la pandemia de COVID 19, alterando de manera determinante el funcionamiento de la economía nacional. Fue el periodo en el que se produjeron cambios sustantivos en la regulación e implementación de políticas económicas que tuvieron una importante incidencia en las lógicas de acción y demanda de las corporaciones empresarias (Harari y Biz, 2022; Oks, Chisari y Vila Martínez, 2023; Luci, 2023; Panero, 2024). Este hecho tuvo lugar, además, casi en simultáneo con la asunción de un nuevo gobierno nacional encabezado por Alberto Fernández. Luego, el año 2021 estuvo caracterizado por la flexibilización de las regulaciones y medidas adoptadas el año anterior, en el marco de un proceso de pretendida normalización y recuperación de la actividad económica, crucial para dar forma a los posicionamientos y reclamos de la asociación empresaria. Así, este bienio resulta relevante por el contraste en la orientación de la política económica, en tanto reflejo de una situación sanitaria que no estuvo exenta de la acción colectiva de las corporaciones empresarias.

De esta forma, en primer lugar, se caracterizará a los máximos cuadros dirigentes de la UIA. Los ocupantes de estas posiciones centrales en la conducción de las corporaciones empresarias comprenden a la denominada elite corporativa industrial (Dossi, 2024; Castellani, Dossi y Gentile, 2025). La caracterización se hará en función de los sectores, grupos económicos y empresas representadas en su comité ejecutivo. En segundo lugar, se analizarán los posicionamientos ideológico-discursivos de la institución, plasmados en sus intervenciones en medios periodísticos, comunicaciones oficiales y las de su presidente, a partir de sus alocuciones y discursos públicos. En términos operativos, el análisis se orientará a reconstruir las principales estructuras argumentativas desplegadas por la UIA en torno a las problemáticas relacionadas con dos dimensiones centrales de la agenda política nacional: por un lado, la fiscal y tributaria, y por otro lado, la vinculada con las propuestas de reformas laboral y la “vuelta a la normalidad”. Para ello, se identificarán los argumentos centrales sostenidos por la entidad y se analizarán los recursos discursivos que contribuyen a su formulación, tales como los sintagmas cristalizados, los ideologemas, la construcción de destinatarios y el ethos discursivo.

En este sentido, el trabajo asume que las intervenciones públicas de la UIA, a través de comunicados, entrevistas y documentos institucionales, pueden ser comprendidas como formas específicas de acción colectiva, en tanto constituyen intervenciones orientadas a incidir en la agenda pública, influir sobre tomadores de decisión y construir legitimidad social en torno a determinados diagnósticos y propuestas. Desde esta perspectiva, el discurso no es concebido meramente como un reflejo de posicionamientos previos, sino como una práctica constitutiva de la acción colectiva empresaria, a través de la cual se elaboran, justifican y disputan sentidos sobre el orden económico y social.

El trabajo se estructura en cuatro apartados: en el primero se plantea la estrategia metodológica, dando cuenta de las principales categorías y herramientas para analizar y explicar los diferentes posicionamientos políticos e ideológicos durante el periodo en función de las dimensiones propuestas. En el segundo se presentan estilizadamente los rasgos organizativos de la UIA para exponer su estructura de toma de decisiones, los mecanismos de selección y elección de sus dirigentes, sus alineamientos internos y vínculos entre representantes y representados. En el tercer apartado se presenta la problemática laboral, en donde se analizarán los tópicos más recurrentes de la agenda de la UIA, obligada a intervenir en las discusiones en torno a las nuevas realidades del mercado de trabajo en contexto de pandemia y a los sucesivos proyectos legislativos que iban en ese sentido, como por ejemplo la prohibición de despidos, la reglamentación del teletrabajo y otras propuestas de reforma a la Ley de Contrato de Trabajo. En el cuarto se aborda la cuestión fiscal-tributaria, haciendo hincapié en las críticas y posicionamientos industriales respecto de diversas propuestas, como la implementación del impuesto a la riqueza o las modificaciones en el impuesto a las ganancias, entendidas como medidas que consolidaban una alta carga fiscal de la Argentina hacia el sector privado. Finalmente, se proponen algunas reflexiones y conclusiones.





Estrategia metodológica: discurso, acción colectiva y argumentación


El presente trabajo se inscribe en una perspectiva que busca articular los estudios de la acción colectiva empresaria con herramientas provenientes del análisis del discurso. Esta articulación supone considerar que las intervenciones públicas de las corporaciones empresarias no sólo expresan intereses previamente constituidos, sino que participan activamente en su formulación, legitimación y disputa en el espacio público.

En este marco, se adopta una concepción del discurso no como un mero conjunto de enunciados empíricos, sino como una forma de abordaje de las prácticas significantes (Charaudeau y Maingueneau, 2005), que permite reconstruir los modos en que los actores sociales producen sentido.

Para organizar el análisis y evitar un uso meramente instrumental de categorías heterogéneas, se incorpora la noción de argumentación como eje articulador. Siguiendo a Francis Chateauraynaud (2007, 2011), los discursos públicos pueden ser analizados como configuraciones argumentativas orientadas a justificar posiciones, construir legitimidad y disputar definiciones de la realidad en contextos de controversia. Desde esta perspectiva, los argumentos constituyen unidades analíticas que permiten vincular distintos niveles: por un lado, los posicionamientos político-ideológicos generales; por otro, los recursos discursivos específicos, como sintagmas cristalizados, ideologemas, destinatarios y construcciones de ethos, que contribuyen a su formulación. De este modo, las herramientas del análisis del discurso utilizadas en este trabajo no se presentan como elementos aislados, sino como componentes de estructuras argumentativas más amplias, a través de las cuales la UIA interviene en el debate público.

Así, se tomará el concepto de “sintagma cristalizado” en su función de preconstruido, lo cual permite ubicar genéticamente ciertas oraciones fijas en una “tradición discursiva” (Bonnin, 2010). Siguiendo a Pêcheux (1975), un sintagma cristalizado es una expresión, frase o también denominado “cliché” que ha adquirido cierta estabilidad y regularidad en su uso, funcionando entonces como preconstruido. El uso de estos clichés facilita la ubicación genética en una cierta tradición y, por lo tanto, la identificación con un conjunto de significados y valores adoptados y compartidos por una determinada comunidad discursiva. La asociación entre el sintagma utilizado y la comunidad de referencia opera fácilmente como vehículo clasificatorio y, por lo tanto, puede asociarse a esta comunidad discursiva (grupo, facción, etc.) el conjunto de significados -y clichés- que forman parte de su universo de sentido.

Las categorías de paradestinatario y antidestinatario se utilizarán tal como fueron formuladas por Eliseo Verón (1988), respecto del análisis tipológico de los discursos políticos. El paradestinatario es aquel a quien mediante el discurso se busca persuadir, es decir, tomar la posición adoptada por el emisor y comprometerlo a movilizar los recursos que estén a su alcance para conseguir el fin propuesto. El antidestinatario, por su parte, es aquel a quien el discurso -generalmente mediante un registro polémico- ubica como depositario de las críticas, representa un obstáculo para los objetivos y, en ese sentido, a quien se busca construir como opositor de los paradestinatarios en la operación persuasiva.

Por otro lado, se acudirá a la noción de ideologema (Angenot, 1982), la cual refiere a unidades ideológicas mínimas que encapsulan valores, creencias y posiciones dentro de un determinado discurso. Según esta perspectiva, un ideologema es “toda máxima subyacente a un enunciado, cuyo sujeto lógico circunscribe un campo de pertinencia particular” (p. 179). Funcionan, así, como bloques de sentido que estructuran la visión del mundo del sujeto discursivo al presentarse bajo un supuesto incuestionable.

También se adoptará el concepto de ethos discursivo, aunque no en el sentido dado por la retórica clásica en donde, junto al pathos y al logos, integra la trilogía para los medios de prueba. Para los clásicos griegos en el ethos se aprecian las virtudes morales que hacen creíble al orador y la dimensión social que implica el convencimiento a través de su discurso, ambas como producto de su discursividad (Aristóteles, 1998). Por el contrario, aquí se utilizará desde el análisis del discurso, por cuanto quien enuncia debe legitimar su decir a partir de una determinada posición institucional y relación de poder, construidas discursivamente desde cero o desde una representación ya existente sobre la que se quiere consolidar, rectificar, reelaborar o borrar (Charaudeau y Maingueneau, 2005).

En cuanto a las fuentes relevadas, en primer lugar, comprenden documentos de carácter público reunidos principalmente bajo el formato de noticias, notas de prensa y publicaciones que periódicamente son publicadas en la página web institucional de la UIA bajo el rótulo de “noticias”. En segundo lugar, se analizaron las transcripciones de las alocuciones más relevantes de su presidente cuando el contexto del discurso ameritaba un abordaje particular y, en tercer lugar, se recurrió a las intervenciones de los máximos referentes de la UIA en los siguientes medios periodísticos: Clarín, La Nación, Ámbito y Página/12. Se asume que, como todo cuerpo político conformado por sectores heterogéneos, sólo el posicionamiento de uno de ellos, el hegemónico, prevalece ante el resto, y que del discurso colectivo se abre un arco de posibilidades reformulativas para cada miembro de la UIA. Sin embargo, en momentos en los que se requieren definiciones políticas fuertes, existen resortes institucionales que en dichos contextos de tensiones internas funcionan como órganos cohesivos. Por esa razón se incluyen los discursos de su presidente.

Finalmente, es necesario precisar que el discurso analizado presenta rasgos híbridos, en la medida en que combina elementos propios del discurso empresarial, vinculados a la defensa de intereses sectoriales y a la construcción de diagnósticos económicos, con rasgos característicos del discurso político, particularmente en la construcción de destinatarios y en su orientación a incidir en la toma de decisiones públicas. Esta hibridación justifica el uso de herramientas analíticas provenientes de distintas tradiciones del análisis del discurso, en tanto permite dar cuenta de la complejidad de las intervenciones de la UIA en el período estudiado.





Rasgos organizativos y dirigenciales de la Unión Industrial Argentina


A partir de la reforma estatutaria del año 1981, la UIA quedó constituida como una entidad de tercer grado, a la que se incorporó la representación del sector de las pequeñas y medianas empresas. También se estableció la participación equitativa de las regiones y los sectores industriales en los órganos de conducción, excluyéndose expresamente a los socios individuales y no pertenecientes al sector. Es decir, recién a partir de ese momento la UIA se organizó como una entidad industrial en cuanto a la selección de sus socios (Schvarzer, 1991). Con esta reforma, la organización empresaria fortaleció su alcance y representatividad en el sector industrial como también la heterogeneidad y fragmentación de intereses existentes en su seno, que son canalizados a través de sus dos corrientes internas: Celeste y Blanca e Industriales.2


Considerando estas características, en este trabajo se tomarán en consideración las intervenciones en distintos medios periodísticos, notas, comunicados e informes emitidos por el comité ejecutivo, máximo órgano de conducción de la UIA, y dentro del mismo, se focalizará en los discursos y alocuciones del presidente de la entidad, cargo individual de mayor jerarquía y cuyas manifestaciones reflejan el posicionamiento colectivo que surge de procesos previos de consenso y negociación entre sus heterogéneos y fragmentarios intereses. Junto al presidente, el vicepresidente 1°, actualmente denominado vicepresidente de desarrollo industrial, y el secretario, conforman la elite corporativa industrial dado que representan las máximas posiciones directivas. Los cargos de presidente y secretario son por un período de dos años y pueden ser reelegidos una sola vez en el mismo puesto, a menos que transcurra un período intermedio. El vicepresidente de desarrollo industrial permanece dos años en sus funciones y puede ser reelecto indefinidamente (Estatuto, Sección 8, art. 8.5). Así, los procesos eleccionarios en la UIA se realizan cada dos años y se caracterizan por presentar listas de unidad previamente consensuadas entre Celeste y Blanca e Industriales. La confrontación electoral entre dos listas ocurre en momentos en los cuales la entidad atraviesa por fuertes crisis internas.

En el período bajo análisis han ejercido la presidencia de la UIA Miguel Acevedo durante el año 2020 y hasta mayo 2021. Acevedo, quien había iniciado su gestión en el 2017 y fue reelegido por consenso en 2019, es integrante de la lista Celeste y Blanca y CEO de Aceitera General Deheza (AGD), empresa agroindustrial exportadora. Junto a él, Luis Betnaza, directivo de Techint, y Alberto Álvarez Saavedra, representante sectorial por la Cámara Industrial de Laboratorios Farmacéuticos Argentinos (CILFA), continuaron como vicepresidente 1° y secretario, respectivamente. Al culminar su periodo, en un nuevo proceso electoral llevado adelante nuevamente con lista de unidad se erigió como nuevo presidente para el período 2021-2023 a Daniel Funes De Rioja, también integrante de Celeste y Blanca, presidente en simultáneo de la poderosa Coordinadora de Productos Alimenticios (COPAL), representando de esta manera los intereses de ese sector industrial. Funes de Rioja es además vicepresidente del directorio de laboratorios Roemmers y socio fundador del estudio jurídico Bruchou y Funes De Rioja. Se desempeña también como representante laboral de la UIA en distintas instancias jurídicas, tanto nacionales como internacionales, tomando este rol una centralidad crucial en el presente análisis. Junto a él asumieron como vicepresidente de desarrollo industrial Luis Betnaza (Techint) y como secretario Miguel Ángel Rodríguez, dueño de Sinteplast.

La llegada de Funes De Rioja a la presidencia de la UIA estuvo marcada por dos cuestiones: por un lado, el frente interno de la propia entidad, donde distintos sectores cuestionaban la gestión del saliente presidente, Miguel Acevedo, por considerarla demasiado “tibia” frente a temas que afectaban al sector, como el impuesto a la riqueza, la imposibilidad de girar dividendos o pagar deudas al exterior, las trabas a las importaciones, la doble indemnización y la prohibición de despidos, entre otros hechos de preocupación para el empresariado industrial. En este sentido, la UIA buscaba articular consenso entre sus distintas fracciones para construir y sostener una posición unificada respecto de las problemáticas que resultaban cruciales para el sector. Por otro lado, en el frente externo, en donde la entidad ejerce su accionar político, por el posible endurecimiento en sus posicionamientos ya que, desde su rol como presidente de la COPAL, Funes De Rioja venía cuestionando distintas medidas gubernamentales que afectaban a la industria de alimentos y bebidas. Fue el caso, por ejemplo, del programa “precios cuidados”,3 que impuso precios máximos a determinados productos y del sistema informativo para la implementación de políticas de reactivación económica (Sipre).4 Tras su elección y previamente a asumir la conducción de la entidad el 11 de junio de 2021, el dirigente expresaba que en la UIA se busca incentivar “un modelo productivista” y federal, con representación regional, pero que para alcanzar esa meta es necesaria “la generación de empleo formal” y “una macroeconomía estable”, de manera que los industriales estaban dispuestos “a trabajar con el gobierno y todos los partidos políticos, no estamos para hacer política partidista sino política industrial (…) no estamos como institución para la protesta sino para la propuesta” (La Nación. 11/5/2021). A continuación, se analizarán los posicionamientos de la entidad para las dimensiones laboral y fiscal-tributaria, en el marco del bienio 2020-2021.





La problemática laboral


El 20 de marzo de 2020 el gobierno nacional estableció en todo el país, mediante el decreto 297, el Aislamiento Social Preventivo y Obligatorio (ASPO). Entre las medidas dispuestas hubo una que particularmente inquietaba al empresariado: “los trabajadores y trabajadoras del sector privado tendrán derecho al goce íntegro de sus ingresos habituales” (art. 8). La norma, que en principio contó con una muy elevada aceptación social, al mismo tiempo encendió las alarmas en el campo corporativo empresarial. La gran pregunta que giraba en torno a la razonable necesidad de cerrar preventivamente establecimientos comerciales, fabriles y financieros era cómo hacer frente a la inexorable pérdida en los márgenes de beneficio.

La prudencia de los primeros quince días estaba alimentada por la expectativa de que se tratara solo de una medida de muy corto plazo para mitigar la propagación del virus y resguardar la salud pública. Esta sensación no tardó en desaparecer, rápidamente los empresarios entendieron que el aislamiento no concluiría y, aún más, sospechaban que las medidas sobre el mercado de trabajo se acentuarían. En medio de negociaciones que no cesaban, pedían la instrumentación de un seguro de desempleo en lugar de prohibir cesantías y despidos sin justa causa. Daniel Funes de Rioja, que en ese entonces integraba el consejo directivo de la UIA, expresaba hacia fines del mes de marzo:


Prohibir los despidos no tiene sentido en este contexto, porque con la doble indemnización ¿quién podría afrontarlos? Nadie sabe cuánto va a durar la emergencia. Hay que incentivar a que el empresario preserve la mano de obra. Todo el mundo está cooperando: no es que se esté ganando más o menos, es que aspirábamos a dejar de perder. Ahora hay que resignarse a esta emergencia, y no he visto a un solo empresario decir que hay que priorizar la economía por sobre la salud (La Nación, 31/3/2020).



Pero estas intervenciones no las realizaba sin proponer alternativas jurídicas y semánticas. En lugar de hablar de suspensiones, el presidente de COPAL prefería utilizar “licenciamientos” vía asignaciones no remunerativas y ayuda estatal a través del Programa de Recuperación Productiva (Repro),5 dado que la medida no sería impulsada directamente por la voluntad del empleador, sino que este se vería obligado debido a la emergencia sanitaria: “hay que resignarse a esta emergencia”, sostuvo (Ibíd.). La propuesta venía de alguien que conoce muy bien el campo jurídico-corporativo, pues es abogado y doctor en derecho y cuenta con una vasta trayectoria en el asesoramiento legal de empresas: “la Argentina tiene que tener un seguro de desempleo ¿qué puede hacer un empresario pyme que tiene empleados y está cerrado y si abre no tiene clientes y tiene que afrontar los sueldos y no puede despedir ni suspender?” (Ámbito, 19/5/2020).

Por otro lado, uno de los cambios más notorios en el mercado de trabajo global que el aislamiento obligatorio contribuyó a desarrollar tuvo que ver con la masificación de la modalidad del teletrabajo (Giniger, 2020; de la Vega, 2021). Rápidamente el trabajo remoto tomó protagonismo y diferentes aplicaciones y plataformas que lo facilitaban crecieron en popularidad. Sin embargo, faltaba un marco regulatorio específico dentro de la Ley de Contrato de Trabajo que estableciera claramente los derechos y obligaciones de las partes cuando la relación laboral se desarrollara a distancia. Cabe aclarar que el teletrabajo es consagrado como una modalidad más entre otras y no como una forma sui generis de trabajo, es por ese motivo que puede legislarse dentro del régimen general.

En las discusiones parlamentarias se recogieron los aportes de cerca de veinte proyectos legislativos de diferentes bloques. En ese contexto pudieron observarse con claridad tres posturas. Por un lado, el bloque político de Juntos por el Cambio, cuyo posicionamiento estuvo en línea con la visión del empresariado, sostuvo que esta modalidad debía ser incentivada, destacando su impacto positivo en términos ambientales y de conciliación entre vida laboral y personal. En contraste, el bloque oficialista del Frente de Todos, que contaba con amplio apoyo del arco sindical, defendió la necesidad de una regulación que garantizara derechos laborales mínimos, basándose en el reconocimiento de asimetrías estructurales en las relaciones laborales. Por último, el Frente de Izquierda y los sindicatos clasistas adoptaron una postura aún más crítica, considerando que el teletrabajo, aun bajo regulación, constituía un factor de deslocalización, tercerización encubierta y precarización laboral (Adamini y Fernández Massi, 2022).

Con la media sanción obtenida en la cámara de Diputados a finales de junio, el plexo, que recogía la posición oficialista, fue cuestionado por la UIA, que intentaba forzar modificaciones en la cámara de Senadores. El texto establecía que la adopción de la modalidad debía ser voluntaria, permitiendo al trabajador revocar su decisión y regresar a la presencialidad, junto con la obligatoriedad de la provisión de las herramientas por parte del empleador. Respecto de la jornada laboral se aseguraba la “desconexión digital”, la compatibilidad con tareas de cuidado, el derecho a la interrupción sin penalización previa y la prohibición de instalar software de vigilancia sin el consentimiento del trabajador. Ante esto la Junta Directiva de la UIA emitió un comunicado en el que expresaba su “preocupación”, sobre todo respecto de la reversibilidad unilateral dado que “desconoce las facultades de dirección y organización del trabajo de los empleadores, reconocidas en la Ley de Contrato del Trabajo”. Sin embargo, los reclamos de la UIA no prosperaron.

Las discusiones en torno a las nuevas modalidades laborales dieron lugar, además, a toda una serie de propuestas que intentaban morigerar la afectación de derechos que, en ciertos sectores, entendían que estaban siendo corroídos por las dinámicas laborales que se imponían con fuerza. Fue el caso del proyecto que trató la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Cámara de Senadores respecto de la sustitución del artículo 256 de la Ley 20744, referido al plazo de prescripción de los créditos laborales de la extinción del vínculo y demás acciones relativas a las relaciones individuales de trabajo. La ley establece que todos los reclamos judiciales que se pretendan realizar con origen en un contrato de trabajo o una relación laboral prescriben a los 2 años, mientras que el proyecto buscaba extenderlo a tres años para las acciones relativas a créditos provenientes de la extinción del vínculo laboral, y a cinco años para las demás acciones relativas a las relaciones individuales o colectivas de trabajo.

La UIA rápidamente emitió un comunicado resaltando que el “sector empleador no fue convocado en ninguna instancia”. El rechazo a la iniciativa fue categórico, argumentando que “carece de argumentos jurídicos” y que sus efectos serán perjudiciales para la economía y el empleo formal. Los empresarios afirmaron que en la práctica los plazos ya son mayores a los establecidos por ley y que, de legalizarse esta práctica, se va a afectar negativamente los balances empresariales. Además, recordaron que la Corte Suprema “ha sostenido que la prescripción tiene un rol fundamental en la estabilidad de los negocios y la certeza jurídica” y que es necesario, en todo caso, entablar un diálogo tripartito.

Como puede observarse a lo largo de las intervenciones de la UIA, pero en esta en particular dada la relevancia del tema para el sector, aparece una serie de sintagmas que por su uso ya resultan característicos del discurso empresario: “estabilidad y firmeza en los negocios”, “incertidumbre jurídica”, “impacto negativo sobre la inversión y el empleo”, “diálogo tripartito”, entre otros. Así, la certeza jurídica y la previsibilidad son valores fundamentales a la vez que expresiones que han adquirido estabilidad en el discurso empresario. Se construye como paradestinatarios a los sectores políticos y empresariales que comparten la preocupación por la “estabilidad” del mercado laboral, buscando persuadirlos e incidir también en los formadores de opinión. El antidestinatario resulta apenas un sector del arco político, que son los integrantes de la comisión hacedora de la propuesta, pero que en realidad son representantes de un bloque más amplio que, afirma la UIA, actuó de manera “apresurada”, sin un “debate integral”.

Además, se observan tres ideologemas que funcionan como preconstruidos y que tienden a erigir afirmaciones de sentido común a su alrededor. En primer lugar, la “seguridad jurídica”, un condensado bien conocido que funciona para una amplia gama de situaciones pero que en este caso refiere a la figura de la prescripción, que de por sí resulta un mecanismo de estabilidad y previsibilidad en las relaciones de trabajo. De este modo, alterar los plazos corroe esa previsibilidad reclamada y, por lo tanto, atenta contra esa seguridad. En segundo lugar, la “litigiosidad laboral” está asociada negativamente a la extensión de estos plazos, lo cual condicionaría la sustentabilidad de los proyectos de inversión, pues los cálculos sobre los riesgos deberían revisarse ya que “impactará negativamente en los balances de las empresas". Por último, el “diálogo”, que en este caso debería ser “tripartito”, es un intento por deslegitimar el origen del proyecto.

Desde el punto de vista argumentativo, adquiere centralidad el hecho de que la entidad se presenta discursivamente como un actor racional que actúa con responsabilidad. Su ethos está relacionado a una corporación empresaria preocupada por la generación de empleo formal, sustentable, que impacte en el bienestar general. Además, se presenta como una voz autorizada que ofrece en su discursividad política argumentos técnicos que van desde el dominio económico al jurídico, citando desde jurisprudencia del tribunal supremo hasta datos estadísticos y análisis sectoriales producidos por sus propios órganos técnicos.

A lo largo del año 2021, cuando la economía salía del estancamiento producto del aislamiento sanitario y las empresas y personas retornaban a sus actividades, desde la dirigencia industrial comenzaron a reclamar por el levantamiento de las medidas que el gobierno había establecido en el mercado de trabajo con la finalidad de cuidar las fuentes de empleo. Desde la UIA afirmaban que ya no se encontraban vigentes las condiciones de excepción que habían regido el año anterior para regular el mercado de trabajo y mitigar los efectos de la crisis.

En este sentido, la cúpula de la UIA demandó por la “normalización del mercado laboral” con la finalidad de poder ampliar la dotación de trabajadores, impulsar el crecimiento económico y avanzar en la formalización. Para lograr este ciclo virtuoso debían ponerse en marcha una serie de procesos y modificaciones que fueron plasmados en una carta titulada “Situación del mercado laboral y medidas solicitadas frente al fin de la pandemia” presentada al Poder Ejecutivo Nacional. La misiva señalaba, en primer lugar, la necesidad de impulsar la recuperación del nivel de empleo formal en general e industrial en particular como vector fundamental de inclusión social; en segundo lugar, eliminar las restricciones que obturaban el mercado de trabajo, esto es:


el ‘triple cepo’ que implica la prórroga del esquema de prohibición de despidos y suspensiones sumado a la doble indemnización plantean un escenario de incertidumbre sobre el marco regulatorio que regirá a las nuevas contrataciones (…) ambas situaciones obturan la recuperación del empleo industrial y la recuperación genuina del mercado formal de trabajo perjudicando especialmente a sectores que tienen potencial para demandar nuevos empleos, pero no encuentran certidumbre para hacerlo (…) es crucial superar la etapa de puesta en marcha de las medidas de emergencia para ingresar en una nueva etapa de trabajo donde la formalización, la formación y la empleabilidad sean los ejes de la agenda futura (Ámbito, 23/01/2021).



Los reclamos de la entidad alrededor de las restricciones impuestas sobre el mercado de trabajo en 2020 fueron cuestionadas reiteradamente durante 2021, remarcando fundamentalmente sus implicancias negativas para aquello que quería promoverse: el crecimiento de la actividad y la generación de empleo. Para argumentar su posición recurrían a los ideologemas de “crecimiento sustentable”, “previsibilidad macroeconómica” y “empleo genuino” que estructuran la visión de la UIA sobre el funcionamiento económico, se vuelven incuestionables y articulan su eje discursivo. Expresaban así que “la prohibición de despidos, la de suspender trabajadores, el triple cepo, forman un tapón que en lugar de proteger el empleo impiden que se generen nuevos puestos de trabajo formales” (La Nación, 8/6/2021).

Asimismo, desde la UIA esgrimían que la Argentina en 2021 se encontraba frente a un escenario de reactivación económica que tenía en la recuperación del nivel de empleo industrial uno de sus principales desafíos. Para consolidar estos procesos era imperioso, por un lado, incorporar una agenda de productividad con mirada estratégica, por el otro, establecer un marco regulatorio que brindase previsibilidad y credibilidad a las nuevas contrataciones laborales y herramientas para los desafíos de la nueva empleabilidad.

Argumentativamente, la visión industrial sobre la recuperación de la actividad económica y la necesidad de normalizar el mercado de trabajo iba en sentido contrario a las decisiones del gobierno, que a principios de 2021 extendió por noventa días la prohibición de despidos y hasta fin de año la doble indemnización. Inmediatamente este hecho motivó la urgente respuesta de la UIA, que publicó en enero un comunicado titulado “Argentina frente al desafío de recuperar el empleo formal y el crecimiento sustentable”, en donde afirmaban que “la prohibición de despidos y la doble indemnización van en sentido opuesto y constituyen un obstáculo para combatir el empleo en negro y fomentan la informalidad”. En la misma dirección se expresaba Daniel Funes De Rioja:


el gobierno parte del preconcepto de la emergencia ocupacional (…) esta prórroga no es buena para el empleo (…) el gobierno debería enfocarse en una política industrial que incorpore la agenda de productividad con mirada estratégica y en un marco regulatorio que otorgue credibilidad y previsibilidad a las nuevas contrataciones y de respuesta a los desafíos de empleabilidad de esta etapa (La Nación, 23/1/2021).



Este argumento se estructura a partir de ideologemas como el crecimiento sustentable, el desarrollo productivo e inclusivo y la necesidad de la previsibilidad macroeconómica, que se articulaban discursivamente a través de tres sintagmas: certidumbre, confianza y concertación (las “tres C”). Desde la UIA argumentaban que en los vértices de estas “tres C” debían encontrarse las políticas de Estado. Apelando a clichés muy conocidos como previsibilidad, desarrollo, inclusión social, crecimiento económico y empleo de calidad, los máximos referentes industriales buscaban trascender los reclamos puramente sectoriales para abarcar como destinatarios de su discurso y de las propuestas de política económica al conjunto de la sociedad, dado que los beneficios de implementar estas reformas derramarían sobre el colectivo. Fortaleciendo esta visión, Funes De Rioja expresaba que la Argentina “tiene por delante muchos desafíos en materia laboral y el principal es generar las condiciones para que la creación de empleo genuino, formal y registrado sea el integrador social que nos permita avanzar hacia una sociedad desarrollada” (Ámbito, 14/7/2021).

A los reclamos para “normalizar” el mercado laboral se sumó el rechazo de la entidad, mediante una carta enviada al senado nacional,6 a un proyecto oficial que impulsaba, entre otras cosas, ampliar las licencias por paternidad y maternidad, incluir nuevas normativas vinculadas a la adopción, el nacimiento de hijo prematuro y la fertilización asistida, la obligación para el empleador de instalar salas de lactancia y centros de desarrollo infantil y la elección por parte del trabajador de distintas modalidades para el regreso de su licencia. En palabras del presidente de la UIA, Daniel Funes De Rioja, el proyecto no tomaba en consideración “las dificultades que enfrenta el sector productivo y el riesgo que podría implicar adoptar estas medidas de forma abrupta”. Argumentaba que para las PyMES la dificultad sería aún mayor por sus “dificultades organizativas, logísticas y económicas” para hacer frente a las transformaciones requeridas, y que en definitiva la puesta en vigencia de la normativa “provocará un incremento adicional del 7,4% de los costos salariales del sector privado” (Ámbito, 22/7/2021). Con Funes de Rioja en la presidencia se percibe una clara escalada en los reclamos y quejas industriales, hecho que se vio acompañado de una mayor visibilidad en los medios de comunicación. Este hecho representa un quiebre respecto de la anterior gestión, llevada adelante por Miguel Acevedo, en donde la UIA se mostró más conciliadora en sus posicionamientos.

Hacia finales de 2021, el gobierno tomó la decisión de terminar con la prohibición de despidos y también de poner un horizonte de seis meses para la finalización a los pagos indemnizatorios. Aunque mesurado, el beneplácito del sector industrial no tardó en llegar. Celebraron que la medida tuviera “cierta racionalidad o pertinencia dentro de un esquema de ir liberando las medidas en el menor plazo posible” (La Nación, 24/12/2021). Pero dejaron entrever que aún restaba mucho por hacer.





La cuestión fiscal-tributaria y su impacto en la actividad productiva, las inversiones y el empleo


Una de las primeras y a la vez mayor preocupación en materia financiera del gobierno de Alberto Fernández fue la resolución de un problema que tenía su origen en 2018, bajo la presidencia de Mauricio Macri: el crédito stand by firmado con el Fondo Monetario Internacional. El monto ascendía a usd44.500 millones y en el primer trimestre de 2020 había que pagar en concepto de intereses usd720 millones. Este compromiso ponía en jaque la sustentabilidad fiscal y política del gobierno en ese primer año de gestión, de manera que el ministro de Economía, Martín Guzmán, comenzó las negociaciones para arribar a un acuerdo. En ese sentido, Miguel Acevedo, presidente de la UIA, afirmó en febrero de ese año que la renegociación con los acreedores “nos va a permitir a las empresas volver al acceso al crédito para inversiones o compra de maquinarias a precios lógicos” (Página/12, 22/2/2020).

Dos meses más tarde la junta directiva emitió un comunicado reafirmando el apoyo, sosteniendo que “un acuerdo con los acreedores resulta clave para generar un escenario de previsibilidad macroeconómica, promover la inversión privada y crear empleo”. Pero ya en ese entonces, aislamiento mediante, aparecía otro de los grandes fantasmas que terminaría persiguiendo al empresariado en su conjunto a lo largo de todo el año, esto es, el denominado impuesto a la riqueza. La idea nació casi en simultáneo con las restricciones impuestas en la ASPO y, en rigor, se trataba de una entre varias iniciativas legislativas del bloque oficialista, el Frente de Todos. Cuando comenzaba a instalarse en los medios la idea de que los legisladores del bloque estaban preparando un proyecto en ese sentido, el presidente Alberto Fernández ofreció una entrevista televisiva en la que señaló que “podría pensarse para las grandes fortunas” (Página/12, 8/4/2020).

Funes de Rioja, vicepresidente de la UIA, se expresó duramente respecto de esta idea en declaraciones radiales:


No es bueno, hay que incentivar la inversión (…) Si ponemos impuestos, impuestos y más impuestos, finalmente se achica a esa economía que puede desarrollar al país (…) Más que dirigirse contra el que tiene la capacidad de invertir, hay que incentivarlo (…) Mi visión personal es que ninguna economía rebrota sola, necesita un Estado fuerte y eficiente (Ámbito y Clarín, 14/4/2020).



Sin embargo, la iniciativa que se estaba gestando suscitó en la entidad un fenómeno que rara vez ocurre. Nos referimos a la aparición de divergencias en los posicionamientos políticos personales de algunos de sus miembros más encumbrados. Por ejemplo, su presidente, Miguel Acevedo, continuó la línea opositora de Funes de Rioja, al afirmar que “no es el momento”, y si bien “siempre me interesa y preocupa porque la Argentina tenga una sociedad más inclusiva, sin tantas diferencias (…) no creo que sea el momento de discutir esto” (Ámbito, 20/4/2020). Como se mencionó anteriormente tanto Acevedo como Funes de Rioja pertenecen a la corriente Celeste y Blanca, pero mientras ambos unificaban su postura en torno la crítica, otras voces no veían con malos ojos la propuesta. Fue el caso de uno de sus vicepresidentes regionales, Guillermo Moretti, empresario de la industria del plástico e integrante de la Federación Industrial de Santa Fe, quien se mostró a favor:


No se ha discutido este proyecto en profundidad en la UIA, pero yo estoy totalmente de acuerdo (…) Yo estoy a favor de este impuesto. Habrá algunos industriales en contra. Hay que analizar el proyecto. Lo escuché al diputado Carlos Heller decir que el tributo va a ser para los patrimonios personales de más de 3 millones de dólares y me parece perfecto. Y más en una situación como ésta (Ámbito, 21/4/2020).



A pesar de estas divergencias estaba claro, no obstante, que la posición hegemónica sostenida tanto por su presidente como por su vicepresidente de desarrollo industrial era contraria a la iniciativa. Pero mientras ese proyecto corría por los carriles legislativos el poder Ejecutivo estableció en el mes de marzo y por decreto el Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción (ATP), con el objetivo de proporcionar un alivio económico inmediato a empresas y trabajadores severamente impactados por la disminución de la actividad económica derivada de las medidas de contingencia adoptadas durante el aislamiento dispuesto. Este programa representó un esfuerzo estatal con el objetivo de preservar los procesos productivos del país y asegurar la continuidad del empleo en sectores económicos particularmente vulnerables ante la crisis. Entre los beneficios se destacaban la postergación o reducción significativa de las contribuciones patronales, el subsidio estatal mediante un salario complementario para trabajadores en relación de dependencia del sector privado, créditos a tasa cero para monotributistas y autónomos y un sistema integral de prestaciones por desempleo.

Desde la UIA destacaron la decisión gubernamental de pagar hasta un 50% los salarios de trabajadores privados. Miguel Acevedo afirmaba que “eran "parte de las medidas que estábamos reclamando” (Ámbito, 20/4/2020). Tanto fue así que dos meses después desde la entidad le solicitaron a Mercedes Marcó del Pont, por entonces titular de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), la ampliación de la moratoria vigente para las empresas y la continuidad del ATP. El objetivo principal, según Acevedo, era que “el sistema tributario de respuestas a la emergencia y, al mismo tiempo, genere incentivos para la agregación de valor una vez que hayamos superado este contexto” (Página/12, 3/6/2020). Al respecto, en el marco de una entrevista periodística realizada unos días más tarde, el vicepresidente Funes de Rioja aseguró:


Entiendo que el ATP cumple una función muy importante, teniendo en cuenta que no solamente ha habido una prohibición de actividad económica por el aislamiento, sino que hay fases de evolución y fases de involución. Y esto tiene un efecto en la actividad y, consecuentemente, sobre el empleo y la demanda, que está muy retraída. Es decir, que puede ser que se pueda trabajar, como en los casos esenciales, pero en algunos rubros hay un nivel de actividad del 50% y en otros, el 20%. Por ende, el ATP viene a mitigar el impacto negativo que implican el pago de remuneraciones o asignaciones no remunerativas, a los trabajadores afectados” (Ámbito, 19/6/2020).



Los debates y discusiones legislativas para transformar en ley el proyecto “Aporte solidario y extraordinario para ayudar a morigerar los efectos de la pandemia” comenzaron hacia septiembre de 2020; los principales reparos y reclamos industriales en contra de su implementación se enmarcaron en un cuestionamiento general a la cuestión fiscal-tributaria en Argentina. En sus distintas intervenciones la dirigencia industrial buscó incorporar al debate una visión productivista para que la inversión privada, la creación de empleo y la generación de divisas sean los pilares de la reactivación económica. Para la concreción de estos objetivos los industriales argüían que era esencial evitar la sobrecarga impositiva y la descapitalización de las empresas que invierten, producen y sostienen el empleo en un contexto de emergencia sanitaria. Las disposiciones y obligaciones compulsivas que establecía el impuesto a la riqueza colisionaban con sus reclamos.

Para darle consistencia a sus argumentos los máximos referentes industriales recurrieron a sintagmas como “crecimiento” y “desarrollo productivo”, dos pilares fundamentales e ineludibles para lograr la “reactivación económica”, así como la creación de “empleo de calidad”. En este sentido y diferenciándose de otras entidades como la Asociación Empresaria Argentina (AEA) y la Sociedad Rural Argentina (SRA), que rechazaban de plano cualquier tipo de carga impositiva, el entonces presidente de la UIA, Miguel Acevedo, difería respecto de la instrumentación dado que “lo haría como un bono solidario, no a través de un impuesto que es confiscatorio e incrementa la carga impositiva sobre el sector formal. De impuestos estamos llenos, tenemos que aplicar impuestos que se puedan cobrar” (Clarín, 3/9/2020). Cuando en enero de 2021 se sancionó la implementación del impuesto a la riqueza, los industriales nuevamente manifestaron con dureza su disconformidad y desacuerdo. José Urtubey, dirigente de la UIA y de Celulosa Argentina, sostenía que “es un impuesto confiscatorio que atenta contra principios constitucionales por la doble imposición y desalienta la inversión. No debería haberse aplicado. Debemos trabajar en cómo bajar la presión tributaria y no aumentarla” (La Nación, 29/1/2021).

Puede observarse que, en todas estas intervenciones respecto de las problemáticas fiscales y tributarias durante 2020, la UIA se mostró preocupada por las implicancias de los cambios en las políticas fiscales que el contexto inédito de pandemia exigía. En un principio mostró su beneplácito por la renegociación de la deuda con el FMI, enfatizando que una solución facilitaría el acceso al crédito para inversiones. No obstante, la propuesta del impuesto a la riqueza generó divisiones internas, evidenciando una falta de consenso en su dirigencia. A pesar de destacar positivamente el Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción, la entidad rechazó enfáticamente la propuesta de este impuesto argumentando que incrementaría la carga impositiva y afectaría la inversión. En este contexto, el uso de sintagmas cristalizados como “crecimiento”, “desarrollo productivo” y “empleo de calidad” refleja una tradición discursiva que subraya lo que la entidad construye como el entorno propicio para la inversión privada, un ecosistema que funciona no sin Estado, pero sí con la menor carga tributaria posible.

Sin embargo, no es el mismo trato que reciben las propuestas de subsidios estatales. En este caso, siempre insuficientes, aunque bienvenidas. Por eso el paradestinatario predilecto es el gobierno, al que busca persuadirlo para que reconsidere su política tributaria, mientras que los legisladores que la proponen son construidos como antidestinatarios. En ese sentido, el discurso se articula en torno a ideologemas que posicionan la creación de empleo y la inversión como elementos esenciales para la recuperación económica, y se legitima a través de un ethos discursivo que defiende la industria nacional y la colaboración entre el Estado y el sector privado como pilares fundamentales.

Durante el año 2021, la dimensión tributaria-fiscal estuvo atravesada, por un lado, por los tradicionales reclamos industriales y empresarios vinculados con la necesidad de reducir la carga impositiva y el incremento de la presión fiscal sobre el sector productivo. A su vez, un conjunto de propuestas de reforma tributaria impulsadas por el gobierno como la modificación del impuesto a las ganancias, el establecimiento del impuesto a la herencia y el consenso fiscal desataron un mayor descontento en los industriales.

A través de un comunicado titulado “Impuesto a las ganancias: normalización a empresas” los máximos referentes de la UIA sostenían que, a contramano de la necesidad de reducir impuestos para alentar las inversiones y fomentar el crecimiento de la economía, la modificación de la alícuota de ganancias generaba el proceso inverso. En primer lugar, los industriales argumentaban que esta modificación consolidaba la elevada presión tributaria de Argentina sobre el sector productivo y formal de la economía, en particular sobre el industrial. En segundo lugar, el incremento en la alícuota de ganancias obstaculizaba el desarrollo de la inversión, la actividad y el empleo formal dando lugar al incremento de la imprevisibilidad de la economía. En tercer lugar, la reglamentación no reducía la alícuota de ganancias a todo el universo PyMe y además ninguna empresa vería reducida su alícuota respecto del 25% que debía regir en 2021. Por último, los dirigentes industriales afirmaban que la reducción a todas las PyMEs debía realizarse sin incrementar la presión al resto de las empresas: “reducir la alícuota para las micro y pequeñas empresas es necesario, pero esto debe ocurrir en conjunto con un paquete de competitividad más integral (financiero, laboral, tributario) y este proyecto es una nueva suba de la presión tributaria al sector formal de la economía que es el que tracciona al resto de los sectores (Clarín, 30/04/2021). En esta línea, el presidente Daniel Funes De Rioja expresaba:


La modificación de la alícuota de ganancias para empresas va en contra de las inversiones, la producción y obstaculiza la recuperación económica (…) en un contexto en el que todas las empresas necesitan alivio fiscal, simplificación burocrática y promoción de inversiones para sobrevivir a esta pandemia y crecer, la ley de modificación de la alícuota de ganancias va en sentido contrario generando nuevos obstáculos para lograr la reactivación económica (…) estas modificaciones y señales no ayudan a la estabilidad y previsibilidad que requiere la economía de nuestro país, hacen imposible la planificación para toda empresa y la previsibilidad de la economía (Nota de prensa, 14 de abril de 2021).



Este argumento se encuentra estructurado a partir de ideologemas como la búsqueda del desarrollo inclusivo a partir de una macroeconomía previsible. También, la recurrencia en su tradición discursiva de clichés como el “alivio fiscal” y “simplificación burocrática”, entre otros. Estos posicionamientos fueron muchas veces acompañados con datos producidos por sus departamentos técnicos, por ejemplo, para ilustrar la presión tributaria en la Argentina:


(…) supera el 40% sobre el sector formal y una alícuota a la reinversión de utilidades alta. Alcanza 29% sobre el PBI, mientras que el promedio de la región es 23%, con Chile en 21%, Ecuador en 20%, Colombia en 20% y México en 17% (…) por lo tanto, reducir la presión impositiva en nuestro país no es para diferenciarse de otros países, sino para acercarse a los niveles existentes en países de desarrollo similar (Clarín, 30/04/2021).



Otra de las preocupaciones industriales se centró en la posibilidad de que el gobierno modificara la forma de cálculo del impuesto a las ganancias para las empresas7 que derivaría en una mayor presión fiscal a la ya existente para el año 2022. Al respecto se manifestaba el titular de la UIA:


Todo el sector industrial sufrirá un perjuicio financiero por esta modificación, que impacta especialmente en aquellas empresas de capital intensivo que presentan activos monetarios expuestos al efecto de la inflación. Permitir que solo se aplique un tercio del impacto de la inflación para calcular el impuesto a las ganancias tiene un efecto similar a impedir este ajuste. Como se observa, el perjuicio financiero ocasionado al sector productivo es enorme, toda vez que tributará por ganancias que no son reales, pero cuyo ajuste se difiere a lo largo de tres ejercicios (La Nación, 16/12/2021).



De esta manera, la dirigencia industrial manifestaba su disconformidad con un ajuste que consideraban “confiscatorio”, que recaía sobre el sector productivo con su consecuente efecto negativo para las inversiones, el crecimiento y la generación de empleo. Asimismo, estos cambios evidenciaban la falta de previsibilidad y estabilidad macroeconómica tan anhelada desde la entidad y el conjunto del sector empresarial argentino, constituidos como bloques de sentido incuestionables en su tradición discursiva. En línea con los aportes de Francis Chateauraynaud y Didier Torny (1999), estas intervenciones pueden ser entendidas como intentos de construir públicamente la definición de situaciones problemáticas, en tanto no sólo describen un estado de cosas, sino que buscan instalar determinadas interpretaciones como socialmente relevantes y urgentes.

Hacia el final de 2021, las preocupaciones de la UIA se centraron en los cuestionamientos al Consenso Fiscal que el gobierno impulsaba y firmaría junto con los 23 gobernadores, ya que para los industriales el nuevo acuerdo “aumentaría la presión tributaria” y generaría un “efecto adverso” sobre el sector productivo nacional (Clarín, 28/12/2021). Asimismo, alzaron sus voces para rechazar de plano la posibilidad de implementar un impuesto a la herencia. En un comunicado oficial la entidad expresaba:


También tiene un efecto adverso sobre el sector productivo, al afectar el traslado de acciones de sociedades, que impacta sobre todo en las pequeñas y medianas empresas familiares (…) este tipo de impuesto generaría doble imposición en nuestro país con el impuesto sobre los bienes personales. Los países del mundo que gravan la herencia de bienes no tienen un impuesto sobre los bienes personales, y viceversa (…) el contenido e implicancias de este Consenso Fiscal 2022 va en el sentido contrario de las medidas que se necesitan para impulsar la reactivación económica y la inversión productiva (Comunicado UIA, 27/12/2021).



Como se puede apreciar, nuevamente la entidad industrial apeló al ideologema de la altísima “presión tributaria” como uno de los mayores factores obstructivos del crecimiento económico y del desarrollo, perjudicando al sector productivo nacional, especialmente a las PyMES, que se encontrarían debido a ello fuertemente limitadas en la creación de empleo.





Reflexiones finales


En este trabajo hemos dado cuenta de las principales características que adquirió la acción política de una de las corporaciones económicas más tradicionales del país. A través de sus intervenciones públicas la UIA construye una determinada visión del país, intenta conformar un sentido específico alrededor del desarrollo, delineando así un conjunto de políticas adecuadas para alcanzarlo. De esta manera, se fue construyendo una tradición discursiva industrial alojada en un universo de sentido dentro del cual se estabilizó una serie de ideologemas, es decir, unidades innegociables que operan como afirmaciones incontrastables. Esta caja de sentido atraviesa a grandes capas sociales y le da plausibilidad política al proyecto del empresariado, en este caso el industrial.


Desde esta perspectiva, el análisis permitió reconstruir no sólo la recurrencia de determinados recursos discursivos, sino también las estructuras argumentativas a través de las cuales la UIA buscó legitimar sus posicionamientos durante la pandemia. La incorporación de la dimensión argumentativa permitió articular el nivel macro de los posicionamientos político-ideológicos con el nivel micro de los recursos discursivos, mostrando cómo estos últimos contribuyen a la construcción de sentidos socialmente plausibles en torno al desarrollo, la inversión y el empleo.

Las dimensiones de análisis utilizadas, fiscal-tributaria y laboral, representan en buena medida las grandes discusiones llevadas a cabo en el recorte elegido. En efecto, el bienio 2020-2021 encontró al país con un gobierno nacional recién asumido, el establecimiento del Aislamiento Social Preventivo y Obligatorio a causa del COVID 19 y, consecuentemente, una cadena de medidas que afectaron sustantivamente el funcionamiento de la economía e incidiendo en las lógicas de acción y demanda de las corporaciones empresarias. Durante este bienio ejercieron la presidencia de la UIA Miguel Acevedo, durante el año 2020 y hasta mayo 2021, y luego Daniel Funes de Rioja, ambos pertenecientes a la corriente Celeste y Blanca.

Respecto de la dimensión laboral, los principales conflictos giraron en torno a la prohibición de despidos, la implementación de la modalidad de teletrabajo, la propuesta de extensión del plazo de prescripción de los créditos laborales de la extinción del vínculo y al proyecto oficial que impulsaba, entre otras cosas, ampliar las licencias por paternidad y maternidad, incluir nuevas normativas vinculadas a la adopción, el nacimiento de hijo prematuro y la fertilización asistida, así como la obligación para el empleador de instalar salas de lactancia y centros de desarrollo infantil y la elección por parte del trabajador de distintas modalidades para el regreso de su licencia. Por su parte, la dimensión fiscal-tributaria estuvo atravesada por las negociaciones con el FMI para refinanciar el crédito stand by tomado por el gobierno de Macri, la implementación del denominado impuesto a la riqueza y del Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción (ATP), la modificación del impuesto a las ganancias, el establecimiento del impuesto a la herencia y el consenso fiscal.

En el discurso de los industriales la seguridad o certeza jurídica y la previsibilidad son valores fundamentales a la vez que expresiones que han adquirido estabilidad a lo largo del tiempo. La entidad se presenta discursivamente como un actor racional que actúa con responsabilidad. Su ethos está relacionado a una corporación empresaria preocupada por la generación de empleo formal, sustentable, que impacte en el bienestar general. Además, se presenta como una voz autorizada que ofrece en su discursividad política argumentos técnicos que van desde el dominio económico al jurídico, citando desde jurisprudencia del tribunal supremo hasta datos estadísticos y análisis sectoriales producidos por sus propios órganos técnicos.

En sus distintas intervenciones la dirigencia industrial buscó incorporar al debate una visión productivista para que la inversión privada, la creación de empleo y la generación de divisas sean los pilares de la reactivación económica. El uso de sintagmas cristalizados como “crecimiento”, “desarrollo productivo” y “empleo de calidad” refleja una tradición discursiva que subraya lo que la entidad construye como el entorno propicio para la inversión privada, un ecosistema que funciona no sin Estado, pero sí con la menor carga tributaria posible. Y lo hace buscando trascender los reclamos puramente sectoriales para abarcar como destinatarios de su discurso y de las propuestas de política económica al conjunto de la sociedad, dado que los beneficios de implementar estas reformas derramarían sobre el colectivo.





Financiamiento y patrocinio


Esta investigación se enmarca en dos proyectos financiados:




	
- 01-PICTO-2022-12-00009 “La distribución en disputa: las políticas por la igualdad y sus soportes sociales desde la perspectiva del análisis de clase” del Programa de Investigación Regional Comparada de la Estructura Social Argentina (PIRC-ESA), dirigido por la Dra. Verónica Maceira y financiado por la Agencia Nacional de Promoción de la Investigación, el Desarrollo Tecnológico y la Innovación. Los autores agradecen los valiosos comentarios recibidos a versiones preliminares.



	
- Proyecto de Investigación Científica y Tecnológica del Departamento de Ciencias Sociales (PICyT Ciencias Sociales 2025) de la Universidad Nacional de Luján: “Representación corporativa y creencias religiosas en las elites de Chile y Argentina: posicionamientos y acción política frente a las agendas contemporáneas (2020-2024)”, dirigido por los autores del presente trabajo.











Fuentes documentales utilizadas


Comunicados UIA (2020-2021) - https://www.uia.org.ar/comunicaciones/noticias/

Notas de prensa UIA (2020-2021) - https://www.uia.org.ar/prensa/

Discursos presidente UIA (2020-2021) - https://www.uia.org.ar/comunicaciones/noticias/

Estatuto UIA

Diario Clarín - https://www.clarin.com/

Diario La Nación - https://www.lanacion.com.ar/

Diario Ámbito - https://www.ambito.com/

Diario Página/12 - https://www.pagina12.com.ar/









Referencias bibliográficas


Adamini, M. y Fernández Massi, M. (2022). Avances y desafíos laborales frente a la nueva ley de teletrabajo: un análisis a partir de los discursos de actores políticos, empresariales y gremiales. Opinión Jurídica, 21(45), 125-152.

Angenot, M. (1982). La Parole pamphlétaire. Payot.

Aristóteles (1998). Retórica. Alianza Editorial.

Azpiazu, D. y Nochteff, H. (1994). El desarrollo ausente. Restricciones al desarrollo, neoconservadorismo y elite económica en la Argentina. Ensayos de Economía Política. Tesis/Norma.

Basualdo, E. (1987). Deuda Externa y poder económico en la Argentina. Nueva América.

Beltrán, G. (2014). El empresariado argentino frente a la crisis. Alianzas, conflictos y alternativas de salida en la etapa final de la convertibilidad. En A. Pucciarelli y A. Castellani (Coords.), Los años de la Alianza. La crisis del orden neoliberal. Siglo XXI.

Beltrán, G. y Castellani, A. (2013). Cambio estructural y reconfiguración de la elite económica argentina (1976-2001). Observatorio Latinoamericano, (12), 183-204.

Bonnin, J. E. (2010). Las tradiciones político-religiosas de Rafael Correa y Fernando Lugo: notas comparativas. En Actas del I Coloquio nacional de retórica “Retórica y política”. I Jornadas latinoamericanas de investigación en estudios retóricos. Asociación Argentina de Retórica.

Castellani, A., Dossi, M. y Gentile, J. (2025). Quién es quién en la elite corporativa argentina. Análisis de las principales asociaciones representativas del empresariado y del perfil sociológico de sus dirigentes. Informe de Investigación N° 15 Observatorio de las Elites. 
https://citra.org.ar/publicaciones/informes-de-investigacion-del-observatorio-de-las-elites/observatorio-de-las-elites-informe-de-investigacion-no-15-quien-es-quien-en-la-elite-corporativa-argentina-analisis-de-las-principales-asociaciones-representativas-del-empresariado-y-del-perfil-soc/


Castellani, A. (Coord.) (2016). Radiografía de la elite económica argentina: estructura y organización en los años noventa. UNSAM EDITA.


Charaudeau, P. y Maingueneau, D. (Dir.). (2005). Diccionario de análisis del discurso. Amorrortu.

Chateauraynaud, F. (2007). La contrainte argumentative. Les formes de l’argumentation entre cadres délibératifs et puissances d’expression politiques. Revue européenne des sciences sociales, 45(136), 129-148.

Chateauraynaud, F. (2011). Argumenter dans un champ de forces. Essai de balistique sociologique. Éditions Pétra.

Chateauraynaud, F. & Torny, D. (1999). Les sombres précurseurs. Une sociologie pragmatique de l’alerte et du risque. Éditions de l’EHESS.

de la Vega, P. (2021). El Teletrabajo como Mitigador de los Impactos Económicos de la Pandemia de COVID-19 en Argentina. Documentos de Trabajo del CEDLAS, (282), 1-56.

Dorfman, A. (1970). Historia de la industria argentina. Solar-Hachette.

Dossi, M. (2019). Los industriales en su laberinto: las estrategias políticas de la Unión Industrial Argentina durante el auge y la crisis neoliberal (1989-2003). Autores de Argentina.

Dossi, M. (2024). La elite corporativa industrial en los años del kirchnerismo: permanencia y estabilidad (2003-2015). Anuario Centro de Estudios Económicos de la Empresa y el Desarrollo, (22), 209-248. https://dx.doi.org/10.56503/anuario/nro22(16)/2424


Giniger, N. I. (2020). Teletrabajo: Modalidad de trabajo en pandemia. Revista Observatorio Latinoamericano y Caribeño, (4), 23-39.

Guerrero, A. (1944). La industria argentina: su origen, organización y desarrollo. Plantié.

Harari, I. y Biz, D. (2022). Las medidas económicas de Argentina frente a la pandemia del covid-19 y la crisis mundial. Revista de Economía del Caribe, (30), 54-76.

López, A. (2006). Empresas, instituciones y desarrollo económico: un análisis general con reflexiones para el caso argentino. Boletín Informativo Techint, (320), 33-71.

Luci, F. (2023). Bien común, redistribución y jerarquías: el empresariado argentino frente a la pandemia de COVID-19. Estudios Sociales Contemporáneos, (28), 35-63. https://doi.org/10.48162/rev.48.052


Oks, D., Chisari, O. y Vila Martinez, J. P. (2023). Pandemia Covid-19: Impacto económico y políticas anticíclicas. Simulaciones basadas en un modelo de equilibrio general computado de Argentina. Revista de análisis económico, 38(1), 101-135. https://dx.doi.org/10.4067/S0718-88702023000100101.

Panero, M. (2024). Persianas bajas y calles vacías Las entidades empresarias frente a la crisis económica generada por la pandemia de COVID 19. Sudamérica: Revista de Ciencias Sociales, 0(20), 20-48. https://fh.mdp.edu.ar/revistas/index.php/sudamerica/article/view/7495


Pêcheux, M. (1975). Les vérités de la Palice: linguistique, sémantique, philosophie. Maspero.

Schvarzer, J. (1991). Empresarios del pasado. La Unión Industrial Argentina. CISEA-Imago Mundi.

Schvarzer, J. (1996). Una elite empresaria en la Argentina: la Unión Industrial Argentina. Ensaios FEE, 2(17), 123-151.

Verón, E. (1988). Presse écrite et théorie des discours sociaux: Production, réception, régulation. En AA. VV., La presse. Produit, production, réception. Didier Erudition.




Notas

1 Esta agrupación empresaria detenta una influencia significativa en la economía y en la representación política de sus intereses ya que engloba a las corporaciones empresarias más importantes de los sectores industrial, agropecuario, comercial, construcción, bursátil y bancario. Además, se reúne regularmente para consensuar y coordinar políticas y acciones que afectan los intereses de los distintos sectores empresarios que convergen en su seno, con el propósito de influir en la formulación de políticas públicas y representarlos frente al gobierno.

2 Hasta 2003, la UIA se organizaba en torno al MIN (orientado al mercado interno y de sesgo desarrollista) y el MIA (de carácter liberal-exportador). Tras la crisis de 2002, se reconfiguraron en las listas Industriales (ex MIN) y Celeste y Blanca (ex MIA), con continuidad y reacomodamientos sectoriales. Industriales, articulada en torno a Techint y Arcor, agrupó a capitales de diverso tamaño vinculados a ramas como la textil y metalúrgica, con orientación al mercado interno; Celeste y Blanca reunió grandes capitales nacionales y extranjeros -especialmente de la agroindustria y la alimentación- junto con capitales menores, configurando un perfil más orientado a la inserción externa. Ver Dossi (2019).

3 Precios Cuidados fue un programa que había surgido en enero de 2014, durante el gobierno de Cristina Fernández. Presentado por el entonces secretario de Comercio Interior, Augusto Costa, tenía como objetivo administrar los precios de una determinada canasta de productos de consumo hogareño, la cual en su lanzamiento abarcó cerca de cien tipos de productos, con ciento noventa y cuatro precios y sesenta y cuatro proveedores involucrados.

4 Creado en marzo de 2021, es un sistema mediante el cual se debe informar mensualmente bajo declaración jurada los precios y cantidades vendidas de bienes finales e intermedios, abarcando un amplio conjunto de empresas y sectores clave de la economía.

5 Se trata de un programa creado inicialmente en julio de 2002 bajo el gobierno de Eduardo Duhalde que fue instituido por Ley 27.264 en 2016. Consiste en una asignación de dinero por parte del Estado nacional a los trabajadores a cuenta del pago de sus salaries. También establece un tratamiento impositivo especial para las micro, pequeñas y medianas empresas que atraviesan dificultades económicas.

6 La carta fue enviada al senador Daniel Lovera, quien presidía la comisión de trabajo y previsión social.

7 El gobierno buscaba modificar el artículo 115 de la ley de impuesto a las ganancias sobre la aplicación del ajuste por inflación que realizan las empresas, incluido en la ley de presupuesto 2022 (La Nación, 16/12/2021).
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